
—DOCUMENTO DE TRABAJO—

DIRECTRICES EN EL ÁMBITO DE LAS AUDITORÍAS INTERNAS PARA LA REDACCIÓN
Y EL TRÁMITE DE INFORMES DE RELACIONES DE HECHOS
Y DENUNCIAS AL MINISTERIO PÚBLICO

	1. Introducción
	Uno de los cometidos que cumplen las unidades de auditoría interna, en favor de un mayor apego al principio de legalidad y al deber de probidad en la administración y uso de los fondos públicos, constituye su obligación de someter al conocimiento de la administración activa aquellos hallazgos que, con ocasión de los estudios que realice, puedan acarrear responsabilidades de distinta naturaleza (administrativa, civil o ambas) sobre los servidores de la respectiva institución y de los que, por la lesión patrimonial que se ha originado a la Hacienda Pública, hagan necesario que la administración activa ejerza sus potestades en relación con los servidores, ex-servidores, o bien particulares (verbi gratia: contratistas, concesionarios, usuarios), sea para la imposición de sanciones administrativas o para procurar la reparación de los daños y perjuicios que su conducta hubiere provocado a la Hacienda Pública. Asimismo, es congruente con la labor de fiscalización de las auditorías internas comunicar los hechos que señalen la necesidad de que se realice un procedimiento administrativo para determinar la nulidad absoluta evidente y manifiesta de un acto o contrato.

El informe que emita la auditoría interna con recomendaciones para iniciar un procedimiento administrativo se denominará de Relación de Hechos y ha de ser un insumo adecuado para que la administración activa emprenda las acciones administrativas o judiciales pertinentes. En otras palabras, su contenido ha de tener en cuenta su finalidad: que sean los funcionarios de los órganos competentes de la administración activa quienes, con observancia de los procedimientos administrativos aplicables en la respectiva institución y asegurando los derechos al debido proceso, realicen las gestiones necesarias para que se declare las nulidades de actos y contratos, o se establezcan las responsabilidades administrativas y civiles y se ejecuten las medidas para hacerlas efectivas. Por ende, además de los contenidos que normalmente incluyen los informes de auditoría y que resulten aplicables al caso concreto, ha de contener los elementos necesarios para la identificación de los presuntos responsables contra los cuales enderezar las acciones que se recomiendan, y precisar los hechos anómalos o irregulares que servirán de base a la intimación de cargos o para que se declaren las nulidades correspondientes.

En el caso de presuntas responsabilidades penales, no se utilizará para la denuncia al Ministerio Público el formato que en estas directrices se describe para el informe de Relación de Hechos, en los que se tratan los asuntos de presuntas responsabilidades en el ámbito administrativo o civil, sino que se remitiría un documento con características diferentes, conforme se explica más adelante en estas directrices.

Con el fin de guiar el desempeño de los funcionarios de las auditorías internas y procurar un trabajo sistémico e integrador de los criterios que sobre esta materia maneja la Contraloría General de la República, se emite este documento que se constituye así en un lenguaje común que entrelaza a esas unidades y al órgano contralor, lo que resulta en un incremento de la eficiencia de las operaciones y mejoras en el desempeño del personal.

El proceso contenido en este Manual deben ser complementado con guías específicas de trabajo de cada auditoría interna, conformador todo ello de un manual de procesos, en el que se definan los procedimientos pertinentes para la ejecución de las distintas actividades de la unidad.

Con un manual de procesos propio de cada auditoría interna se pretende un mayor nivel de especificidad, al describir para cada proceso ―entre otros asuntos― su propósito, alcance, referencias, abreviaturas, responsables, descripción y secuencia lógica de las actividades (mapa de proceso).

Un proceso de aplicación uniforme ―como el que tratan las presentes directrices― facilita la ejecución del trabajo, lo hace más eficiente y eficaz; esto implica rapidez de ejecución, adecuada fundamentación y mayor contundencia en sus resultados. Por otra parte, un producto apropiadamente fundamentado previene que la administración se oponga a ejecutar lo recomendado o facilita el trámite de posibles conflictos ante la Contraloría General ―de conformidad con el artículo 38 de la Ley General de Control Interno― y la labor de esta cuando deba asumir las relaciones de hechos de las auditorías internas como antesala de procedimientos administrativos que le corresponda realizar.

De esta manera este documento se empleará para lograr uniformidad en la elaboración de las Relaciones de Hechos que emitan las auditorías internas; para ello se estratifican las características de calidad de ese producto en temas comunes como: contenido, forma, participantes (del proceso), los posibles usuarios (o destinatarios), insumos, requerimientos de calidad, y otras características afines, que no necesariamente se pueden ubicar dentro de las temas mencionados anteriormente.



	2. Ámbito de aplicación
	Las directrices contenidas en el presente documento serán aplicables a la elaboración y seguimiento de las Relaciones de Hechos que emitan las auditorías internas; así como también para la elaboración y seguimiento de las denuncias que formulen ante el Ministerio Público, entre otros aspectos que se deben tomar en cuenta en relación con estas.

Ambos temas ―el de las Relaciones de Hechos y el de las denuncias al Ministerio Público― se tratarán por separado en estas directrices.




ASUNTOS RELATIVOS A LAS RELACIONES DE HECHOS

	3. ¿En qué consiste la Relación de Hechos?
	En concordancia con el ámbito de aplicación de estas directrices, la Relación de Hechos es un documento que refiere los hallazgos de una investigación que llevó a cabo una auditoría interna de los entes y órganos sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República, mediante el cual se señalan hechos, actuaciones u omisiones eventualmente anómalos presuntamente en perjuicio de la Hacienda Pública, con indicación de la normativa infringida y con mención de los funcionarios, ex funcionarios públicos y terceros, que pueden figurar como presuntos responsables.

Este tipo de investigación consiste en recopilar, evaluar y acumular evidencia que permita comprobar posteriormente la verdad real de los hechos mediante un procedimiento administrativo ordenado por la administración. La información que se obtiene debe permitir al menos presumir la forma en que se dieron los hechos, la existencia de conductas irregulares, identificar los presuntos responsables y cuantificar el monto del daño y perjuicio económicos ocasionados a la Hacienda Pública, esto último en el evento en que se determinen hechos anómalos o irregulares generadores de responsabilidad civil.


	4. ¿De dónde surge?
	Las Relaciones de Hechos surgen del cumplimiento de las competencias legales de fiscalización de las auditorías internas a través de los procesos de fiscalización y control en materia de la Hacienda Pública.



	5. ¿Para qué se utiliza?
	El producto Relación de Hechos se utilizará para acreditar la probable nulidad absoluta, evidente y manifiesta, de un acto o contrato administrativo, o para acreditar hechos, actuaciones u omisiones irregulares, que pueden dar lugar eventualmente a la declaración de responsabilidades administrativas o civiles en un procedimiento administrativo. Pueden estar estrechamente relacionadas con hechos denunciados al Ministerio Público que tengan a su vez repercusión en el ámbito administrativo disciplinario.



	6.  Características de calidad de las Relaciones de Hechos
	A continuación se presentan los temas en que se agruparán las características de calidad pertinentes a las Relaciones de Hechos:

1. Contenido

2. Forma

3. Participantes

4. Usuarios o destinatarios

5. Insumos

6. Requerimientos especiales

7. Puntos de control

8. Otros aspectos a considerar

Para cada una de estos temas se presentan características de calidad afines o complementarias.



	6.1.
Contenido
	La estructura del documento denominado Relación de Hechos será la siguiente:

Portada: Se podrá utilizar el formato que, a modo de ejemplo, se presenta en el anexo 1
Índice: Se debe utilizar el formato que se presenta en el anexo 2
Eventuales responsables y partes interesadas:

En este aparte se identifican las personas sobre las que presuntamente podría recaer algún tipo de responsabilidad y su grado de participación en los hechos irregulares determinados.

En cuanto a las personas físicas, se deben indicar sus calidades; es decir, el nombre, los apellidos, el número de cédula, la dirección exacta de su casa de habitación y del lugar de trabajo. También, debe corroborarse si la persona se encuentra fuera del país y, en caso afirmativo, se debe indicar esa situación y verificar si tiene apoderado inscrito en el Registro de Personas; ello es necesario comprobarlo si se concluye sobre la necesidad de proceder a la apertura del procedimiento administrativo.

Asimismo, debe expresarse si dichas personas son actualmente funcionarios públicos. En caso afirmativo, corresponde incorporar el cargo que ocupan y la institución en la que se encuentran al momento de emitir la Relación de Hechos.

En lo tocante a las personas jurídicas, se debe señalar el nombre y su cédula jurídica, así como el domicilio social. Además, se debe anexar documento idóneo que demuestre quién es su apoderado, representante legal, y agente residente cuando corresponda.

En el supuesto de que se intente iniciar un procedimiento para declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta de una conducta administrativa declaratoria de derechos, debe indicarse detalladamente su descripción (ente u órgano que la generó, el lugar, la hora, el día, el mes, el año, y cualquier otra necesaria para su individualización e identificación). Además, se deberán indicar las calidades de la persona o personas que se estimen eventuales interesados en el procedimiento.

Se deberá mencionar la normativa o normativas infringidas por medio de la actuación irregular, dejando constancia del artículo o artículos transgredidos.

Hechos:
Este apartado debe consistir en una descripción clara, precisa, circunstanciada y congruente de los hechos que se presumen anómalos, irregulares, dañosos o ilegales, y de aquellos directamente relacionados con éstos, cuya demostración resulte necesaria para el acto final. En la redacción de este apartado no se podrán emplear notas al pie.
Asimismo, se debe enumerar y describir cada hecho, sin incurrir en mezclas de dos o más hechos. También, debe citarse puntualmente al final de cada hecho, y entre paréntesis, la prueba que lo sustenta; remitiendo al lector a un folio específico de los anexos o dejando el hecho al ofrecimiento de la respectiva prueba.

La enumeración y descripción de los hechos debe contener un estricto orden lógico y cronológico; iniciando por los acontecimientos más antiguos para llegar a los más recientes.

Es importante tener en cuenta que dentro de este apartado resulta improcedente realizar juicios de valor respecto de los hechos o conductas. También, debe tenerse el debido cuidado de no incorporar en esta sección ni en el resto del documento, comentarios o afirmaciones que puedan provocar algún tipo de lesión u ofensa a los interesados que puedan llegar a generar repercusiones contra los funcionarios de la auditoría interna, inclusive de índole penal.

Es importante hacer énfasis en que en este aparte de la Relación de Hechos no se debe efectuar ningún tipo de análisis (normativa infringida, gravedad de la falta, etc.), y únicamente se debe relatar el hecho puro y simple, con los atributos antes mencionados.

Consideraciones fáctico-jurídicas:
En este apartado corresponde realizar el análisis técnico – jurídico por el cual se estima que los hechos establecidos violentan o infringen el ordenamiento de control y de fiscalización superiores de la Hacienda Pública, el cual está comprendido por el conjunto de normas que regulan la competencia, la estructura, la actividad, las relaciones, los procedimientos, las responsabilidades y las sanciones (artículo 10, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República). En otras palabras, debe desarrollarse “el por qué” los hechos citados vulneran el bloque de legalidad, desde el punto de vista técnico o jurídico. Consiste en la debida motivación que sustentaría iniciar un procedimiento administrativo.

Esto implica que durante el trabajo de campo los funcionarios que elaboren el producto deben analizar cada uno de los hechos a fin de determinar el tipo de responsabilidad ―administrativa o civil― que tienen aparejada, así como las personas que participaron en esos hechos, sobre quienes recaería eventualmente la responsabilidad.

Para una mejor comprensión de lo que debe incorporarse en este apartado, seguidamente se procederá a explicar lo pertinente de acuerdo con los alcances de la Relación de Hechos.

a) Responsabilidad disciplinaria

Debe especificarse de manera precisa, clara y concisa, los cargos imputados; con indicación puntual de las disposiciones jurídicas y técnicas lesionadas. También es indispensable que se incorporen las normas que contienen las sanciones que pueden aplicarse, para que el órgano decisor del procedimiento administrativo valore cuál podría ser la sanción aplicable al caso concreto, de considerar necesario abrir el procedimiento administrativo.

En casos en los cuales son varios los eventuales responsables y que cada uno ha desplegado distintas conductas, se debe individualizar cada una de estas, así como la falta correlativa, por cada uno de los presuntos responsables.

Debe tomarse en cuenta que pueden existir hechos en los que participen varias personas y que todas ellas sean eventuales responsables por el mismo hecho.

Posteriormente, deben señalarse los motivos por los cuales se considera a una persona como presunto responsable, de conformidad con los hechos, las normas infringidas y las conductas desplegadas.

Debido a la gran cantidad de normas que tiene cada Administración, es obligatorio llevar a cabo un estudio de la normativa interna relacionada con el caso, pues de esta se pueden encontrar refuerzos sustanciales para sustentar la eventual responsabilidad.

Es importante indicar si el funcionario está activo, además de valorar si podría proceder o no la inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos (artículo 72 LOCGR) para lo cual el funcionario de la auditoría debe indicarlo señalando todos los argumentos en que se podría fundamentar esta sanción. No obstante lo anterior, pueden ocurrir supuestos en los que el presunto responsable ya no es funcionario público o nunca lo ha sido; en estos casos de la misma manera debe estar motivada la prohibición de reingreso ingreso en un cargo de la Hacienda Pública (igual norma).

b) Responsabilidad civil

Si se determinan posibles hechos anómalos o irregulares generadores de responsabilidad civil, esta debe ser cuantificada e individualizada, cuando ello corresponda y sea factible. Se debe tratar de demostrar el vínculo entre la conducta desplegada por el eventual responsable y el daño causado a la Hacienda Pública.

La auditoría interna debe establecer el cuantum del daño o perjuicio ocasionado a la Hacienda Pública, para lo cual debe aportar los elementos de prueba que demuestren debidamente lo anterior. Para todos los supuestos, el daño debe ser efectivo y evaluable y se le debe individualizar. En los casos en los que no sea factible realizar dicha cuantificación en el estudio de fiscalización que origina la Relación de Hechos, la auditoría interna elaborará en la medida de lo posible una estimación debidamente sustentada.

La Relación de Hechos debe valorar la posibilidad de solicitar una medida cautelar con el fin de asegurar la recuperación del daño o perjuicio causado. Esto implica una debida motivación de la imposición de la medida cautelar, como cumplir con los requisitos de la normativa.

En los hechos en los que son varios los eventuales responsables y en los que cada uno ha desplegado distintas conductas dañosas, se debe individualizar cada una de estas, así como el daño correlativo, por cada uno de los presuntos responsables. Debe tomarse en cuenta que hay hechos en los cuales es posible que todos los partícipes sean responsables por el daño causado; por ejemplo, todos o la mayoría de los miembros de un órgano colegiado pueden ser responsables civilmente al concurrir con su voto para que se ejecute un acuerdo que propicia el daño.

c) Nulidad absoluta, evidente y manifiesta

En lo que interesa, en la Relación de Hechos se debe explicar por qué el acto o contrato administrativo podría encontrarse viciado de nulidad absoluta. Aunado a eso, debe justificarse también por qué se considera su nulidad como evidente y manifiesta. Igualmente, se debe valorar en la investigación si no ha transcurrido el plazo de caducidad de cuatro años.

En el caso de perseguir la nulidad absoluta, evidente y manifiesta de una conducta administrativa, deben indicarse los vicios que podrían estar generándola.
Se deben indicar expresamente los actos o contratos que se pretende anular; esto significa que se deben individualizar todos y cada uno de ellos. El funcionario de la auditoría interna deberá valorar si una sola motivación es la adecuada para todos los actos o contratos, o es necesaria una motivación individualizada.

Tanto para los procedimientos que se dirigen a determinar responsabilidad disciplinaria y civil como para los que se lleven a cabo para determinar la existencia de nulidades absolutas evidentes y manifiestas, la auditoría interna debe valorar la posibilidad de solicitar una medida cautelar con el fin de resguardar el interés público. Esto implica una debida motivación para recomendar la imposición de la medida cautelar, así como cumplir con los requisitos de la normativa.

Ofrecimiento de prueba: Para establecer un procedimiento es necesario que la prueba sea suficiente y pertinente. Se puede ofrecer prueba testimonial, documental, pericial o cualquier otro tipo según corresponda.

Lo anterior, en virtud de que existe la facultad jurídica de utilizar cualquier medio de prueba permitido por el Derecho Público.

Se debe indicar el medio probatorio utilizado para perseguir la responsabilidad del funcionario o la nulidad absoluta, evidente y manifiesta, de una conducta administrativa.
En el caso de la prueba testimonial se deberán citar los domicilios, las direcciones, los números de teléfono del trabajo, de la casa de habitación o del celular de los testigos, o cualquier otra seña que facilite su localización.

En caso de valerse de prueba documental debe anexarse a la Relación de Hechos en un legajo separado, el cual debe contener únicamente la documentación que sustenta cada hecho descrito en la Relación de Hechos, y encontrarse en estricto orden cronológico y debidamente foliado, con un índice de los documentos aportados, como por ejemplo: escritos, cintas magnéticas, discos compactos, mapas, planos, etc.(Ver Anexo No.3 ).

Toda la prueba documental debe constar en original o en copia debidamente certificada, en virtud del valor probatorio que tiene.

De resultar necesario, con cualquier otro medio de prueba se debe indicar expresamente su ofrecimiento, con indicación, en su caso, de su objetivo y lo que se desea demostrar.

Recomendaciones o Consideraciones finales: Dentro de este acápite debe expresarse de forma sucinta la finalidad o el propósito de la confección de la Relación de Hechos. Manifestar el motivo por el cual se remite la Relación de Hechos a la instancia correspondiente (jerarca, titular subordinado, Contraloría General de la República).

Este apartado se llamaría “recomendaciones” o “consideraciones finales”, dependiendo del destinatario.

De esta manera, en caso de que la Relación de Hechos se remita al jerarca o a los titulares subordinados que correspondan, esta sección se denominaría “recomendaciones” o “recomendación” porque en ella se introduciría la recomendación expresa de la apertura de un procedimiento administrativo, con el propósito de establecer las respectivas responsabilidades o determinar la nulidad absoluta evidente y manifiesta de un acto o contrato.

Si la Relación de Hechos se remite a la Contraloría General de la República, esta sección sería de “consideraciones finales” y en ella debe indicase que se proceda a valorar si existe mérito suficiente para la apertura de un procedimiento administrativo con el propósito de establecer las respectivas responsabilidades.

También, es importante que la auditoría interna señale en este apartado si ha interpuesto una denuncia penal ante el Ministerio Público, habida cuenta de los hechos consignados en la Relación de Hechos.

Firma del documento: La Relación de Hechos deberá contener el nombre, la firma y el cargo del funcionario o los funcionarios responsables de su emisión, según los procedimientos establecidos por la auditoría interna.



	6.2.
Forma
	Este tipo de documento, se caracteriza por ser escrito, cuyo volumen deberá ser razonable dependiendo de la complejidad y naturaleza del estudio.

Redacción concisa: Consiste en formular un mensaje con la menor cantidad de palabras, pero sin restar claridad ni precisión a lo que se desea probar o transmitir.

Sencillez y concreción: Otro aspecto que debe tomarse en cuenta al momento de redactar, y que contribuye con la oportunidad y concisión en la redacción, es la sencillez de las oraciones; esta debe permitir una mayor comprensión de lo que se desea comunicar, con el objetivo de ser entendido en el menor tiempo posible. Junto con este criterio de calidad va de la mano la concreción; o sea, transmitir lo esencial del tema que se está desarrollando o, en otras palabras, ir al grano, y para ello se deben evitar frases de relleno, eliminando hablar en círculo y los rodeos acerca del tema principal que se desea transmitir.

Claridad: Este es otro aspecto que contribuye a redactar de forma concisa. Para lograrla se deben evitar oraciones que se interpreten o entiendan de manera ambigua; este problema se minimiza al evadir la formulación de párrafos extensos y complicados.

En las Relaciones de Hechos es posible utilizar citas textuales únicamente en el apartado de consideraciones fáctico jurídicas, las cuales, sin embargo, no pueden ser muy extensas ni su uso dentro del texto debe ser reiterativo.

Tipo de letra y márgenes: El tipo de letra que se utilizará será Arial Narrow. Los títulos deberán ir en tamaño 12 y con negrita; para los párrafos del texto se usará tamaño 11 y con espaciado sencillo. El tamaño de hoja debe ser tipo carta.

Los márgenes serán: derecho 3 cm y el izquierdo 3.5 cm. Para los márgenes superior e inferior no se indica la medida, puesto que quien tenga a su cargo la impresión del documento lo ajustará de acuerdo con sus necesidades de impresión y la impresora que utilice.



	6.3.
Participantes
	Este tipo de documento será elaborado por el auditor interno o por uno o varios miembros de su equipo de trabajo, según determine el titular de la auditoría interna y los procedimientos establecidos en la unidad.

Con el propósito de obtener la evidencia suficiente y pertinente y plantear los hechos de manera que permitan señalar las eventuales responsabilidades, el funcionario o los funcionarios de la auditoría interna asignados al estudio deberán buscar la asesoría de otros funcionarios especialistas o competentes por su conocimiento de la materia que se analiza en la Relación de Hechos (Véase al respecto la norma 1.3.1.1 sobre la “Necesidad de obtener asesoría y asistencia”, del Manual de Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público).
En la eventualidad de que la institución no posea el recurso humano especializado o competente que apoye el trabajo de la auditoría, el auditor interno, con el debido fundamento, acudirá a la Contraloría General de la República.

De conformidad con la estructura y los procedimientos de trabajo de la auditoría interna, el borrador de la Relación de Hechos será objeto de las revisiones que sean pertinentes, para efectuar los ajustes necesarios y emitir el documento definitivo, con las firmas de los participantes que elaboraron el producto.



	6.4.
Destinatarios 
	Se refiere a los sujetos que utilizarán el producto “Relación de Hechos” para efectos de iniciar un procedimiento administrativo sancionatorio o para declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta de un acto o contrato administrativo: el jerarca, los titulares subordinados y la Contraloría General de la República.



	6.5.
Insumos
	Los siguientes son insumos activadores del proceso de investigación que efectúa la auditoría interna, de los cuales podrían derivarse las Relaciones de Hechos:

· Solicitudes de la Asamblea Legislativa, la Contraloría General de la República, la Defensoría de los Habitantes o alguna otra institución pública competente.

· Denuncias interpuestas ante la auditoría interna.

· Hechos irregulares detectados mediante los procesos de fiscalización.



	6.6.
Requerimientos especiales
	En esta sección se presentan características especiales de calidad relacionadas con los aspectos del documento que no se encuentran enmarcadas en los acápites anteriores.

Oportunidad: Una de las variables de esta característica es el costo de oportunidad de la investigación. Es fundamental que el ejecutor de este producto valore si existen suficientes hechos y situaciones que den sustento firme a una Relación de Hechos, de previo a su elaboración y a la posterior apertura de un procedimiento en vía administrativa.
Evidencia: Se debe valorar la suficiencia y pertinencia de la evidencia recopilada para probar los presuntos hechos irregulares, a la luz de la necesidad y viabilidad de obtener información adicional, de manera que es clave, desde el punto de vista de la variable oportunidad, poder determinar el momento en el cual se debe dejar de recopilar evidencia e iniciar con la etapa de formulación del producto propiamente.



	7. Puntos de control
	Según el insumo activador del proceso que de origen a las Relaciones de Hechos (punto 6.5), existen puntos de control asociados al proceso y a los roles de los diferentes participantes o ejecutores del proceso.

Un punto de control se identifica en los mapas de proceso, por medio de un código asignado a cada actividad dentro del proceso. Se trata de puntos relevantes del proceso en donde se aplicarán un conjunto de métodos y actividades de carácter técnico-operativo para satisfacer el cumplimiento de requisitos o prerrequisitos de calidad establecidos para el producto en referencia.

Por tanto, la auditoría interna no solo debe describir el proceso en detalle, de conformidad con cada insumo activador, sino también identificar los puntos de control que ameritan especial atención.


	8. Otros aspectos a considerar
	Pruebas anticipadas y medidas cautelares. En los casos en que se ponga en riesgo prueba decisiva para la determinación de responsabilidades, se deberá elaborar un documento previo a la remisión de la Relación de Hechos mediante el cual, con el debido fundamento, se solicite al jerarca recabar pruebas anticipadas o tomar las medidas cautelares que sean necesarias. En los casos en los que no esté elaborada la Relación de Hechos, por la naturaleza de esta prueba podrá solicitarse al jerarca ―también con el debido fundamento― la anticipación de prueba y las cautelas que sean necesarias. Si existiera inercia de parte del jerarca a lo solicitado y sin perjuicio de prevenirle de incurrir en una eventual responsabilidad, la auditoría interna acudirá a la Contraloría General de la República a efectos de solicitarle las medidas precautorias correspondientes, comunicándole el motivo por el cual las solicita.



	
	Audiencia al presunto responsable: No es necesario darle audiencia al presunto responsable. La Sala Constitucional ha señalado que este tipo de investigación expresada en una Relación de Hechos es una base para que posteriormente se lleve a cabo el procedimiento administrativo. Esto no impide que en cada caso se valore la posibilidad de consultarle en forma verbal o escrita sobre los hechos investigados, a criterio de los encargados del estudio, previa consulta a los niveles o funcionarios dentro de la auditoría interna, según su estructura y los procedimientos de trabajo establecidos.



	
	Confidencialidad: Las Relaciones de Hechos son documentos de acceso restringido; en consecuencia, se debe garantizar la confidencialidad de su contenido y al hacer su seguimiento. No se deben incorporar a los sistemas internos de información de libre acceso ni permitirse que terceros que no gocen de excepción conozcan su contenido. De esta manera, la institución (en particular la auditoría interna) debe contar con un proceso escrito que garantice en todo momento la confidencialidad de la información, que incluya las restricciones y los controles de acceso a esta.

Es conveniente que tanto para las Relaciones de Hechos ―como para las denuncias penales― se utilice un código (un número o letra) que identifique que la Relación de Hechos y los documentos relacionados son confidenciales.



	
	Impugnación de las Relaciones de Hechos: La Relación de Hechos no es un documento que consolide una situación jurídica definitiva. Es el resultado de los elementos de convicción que se hayan recopilado dentro de la investigación, sin que con ello “cause estado”. Por esa razón, resulta improcedente la aplicación del régimen de impugnación de los actos administrativos regulados en la Ley General de la Administración Publica.



	
	Remisión de Relaciones de Hechos a la Contraloría General de la República: La auditoría interna remitirá a la Contraloría General de la República las Relaciones de Hechos que señalen eventuales responsabilidades administrativas y civiles de la máxima autoridad de nivel superior jerárquico; o bien, funcionarios municipales de elección popular (alcaldes, regidores y síndicos) y otros funcionarios municipales vinculados con ellos en los mismos hechos. Además, se podrán remitir a la Contraloría General aquellas que a criterio del órgano contralor tengan un interés particular para ser atendidas.

Las Relaciones de Hechos pueden estar originadas en la rebeldía injustificada del jerarca para ordenar el cumplimiento de las disposiciones que le dirigió la Contraloría General, o si el jerarca ―prevenido y claro de la situación― fue omiso en tomar acciones contra los funcionarios renuentes a ejecutarlas, fueran o no ordenadas por él.

El titular de la auditoría interna será quien firme la nota de remisión a la Contraloría General. En ella se solicitará que se proceda a valorar si existe mérito suficiente para la apertura de un procedimiento administrativo. Además, en dicha nota se incluirá el nombre de los funcionarios de la auditoría interna que participaron en el estudio.



	
	Remisión de Relaciones de Hechos a la Administración: El titular de la auditoría interna deberá remitir al jerarca o a los titulares subordinados, según corresponda, las Relaciones de Hechos donde se determinen eventuales responsabilidades administrativas o civiles por parte de los funcionarios de la institución.

Dicho titular dirigirá a la administración competente la nota de remisión, en la cual se deberán mencionar las regulaciones jurídicas por observar en relación con los procedimientos administrativos que se soliciten, incluidas aquellas que procuren resguardar la confidencialidad de la información.

Igualmente, se requerirá a la administración en dicha nota que informe a la auditoría interna en los plazos y de conformidad con lo que estipula la Ley General de Control Interno, las acciones tomadas para cumplir con lo recomendado. Asimismo, para que la mantenga informada sobre el avance y resolución final del procedimiento administrativo.

Tratándose de un ente con personalidad jurídica propia, la nota de remisión de la Relación de Hechos deberá señalar expresamente, además, que en la eventualidad de que se determinen presuntas responsabilidades civiles, se realicen las gestiones para el cobro respectivo. De lo contrario, siendo un órgano de la Administración Central, en la nota de remisión la auditoría interna debe indicar expresamente que se remita el resultado del procedimiento administrativo a la Procuraduría General de la República, para lo de su competencia. En este último caso, se puede indicar también que el oficio con el que la administración remita el resultado del procedimiento se dirija al Procurador General de la República, para que se promueva el cobro respectivo, además de solicitarle que mantenga informada a la institución sobre las gestiones realizadas para la recuperación de las sumas que procedan.

También, tratándose de una Relación de Hechos tendente a que se realice un procedimiento para determinar la nulidad absoluta evidente y manifiesta de un acto o contrato, en la nota de remisión la auditoría interna debe indicar que de previo a la declaratoria de nulidad ―si esta procede de conformidad con el procedimiento realizado― la Administración debe obtener el dictamen de la Procuraduría General de la República, o el de la Contraloría General de la República si se trata de actos administrativos directamente relacionados con la Hacienda Pública (artículo 173 de la LGAP). Además, en el caso de la Administración Central la declaratoria de nulidad la debe hacer el Consejo de Gobierno, según el citado artículo; por tanto, en este ámbito, se sugiere que en la nota de remisión se indique que luego de que la Administración mediante el procedimiento determine la nulidad y obtenga el dictamen correspondiente, el resultado debe enviarlo a dicho órgano para que proceda a la mencionada declaratoria

En esta materia de la nulidad de los actos se sugiere a los funcionarios de las auditorías internas la lectura analítica de los artículos 173 de la Ley General de la Administración Pública; el artículo 28 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, y del artículo 68 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, que modifica los artículos 10 y 35 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.



	
	Distinción con la denuncia penal: Si se considera que los hechos detectados en la investigación corresponden a un delito que deba ser denunciado ante el Ministerio Público, no se deberá utilizar la Relación de Hechos sino el documento de “Denuncia Penal” diseñado para esos efectos (véase el anexo 4).



	
	Seguimiento de las actuaciones a que dan lugar las Relaciones de Hechos: El seguimiento de las actuaciones a que dan lugar las Relaciones de Hechos es parte importante del proceso de fiscalización, ya que permite conocer sobre el inicio y conclusión de los procedimientos administrativos ―sean estos solicitados por la auditoría interna como los requeridos por la Contraloría General― y sobre las demás acciones que correspondan luego de su conclusión.

Por tanto, la labor de seguimiento iniciará con la emisión de la Relación de Hechos y concluirá una vez que se haya resuelto el asunto, de conformidad con la naturaleza de las gestiones que deba emprender la Administración para satisfacer plenamente el fin que se persigue con cada procedimiento administrativo. De esta forma, la auditoría interna deberá estar al tanto también de si la Administración solicitó los dictámenes que se requieren para la nulidad de actos o, en el caso de la Administración Central, si remitió el asunto al Consejo de Gobierno para que proceda; e igualmente, si emprendió las gestiones de cobro habiéndose determinado el sujeto y el monto de la responsabilidad civil, o en su caso, el envío a la Procuraduría del resultado del procedimiento para el respectivo cobro.

En las circunstancias apuntadas, el seguimiento es la comprobación de la diligencia administrativa en asuntos de su absoluta responsabilidad, siendo que si no es eficaz en emprender las gestiones que lleven a feliz término el procedimiento administrativo, la Relación de Hechos formulada por la auditoría interna perdería todo sentido.

Con el seguimiento se buscará la respuesta de las instancias a las cuales se remitió el documento Relación de Hechos, sean la Administración o la Contraloría General de la República.
Respecto a ese seguimiento es necesario definir los siguientes aspectos:

1. Responsables del seguimiento

2. Registro del seguimiento

3. Cierre del seguimiento

4. Informe al jerarca sobre el seguimiento (artículo 22, inciso g; LGCI)

5. Informe a la Contraloría General de la República.



	
	Responsables del seguimiento: El funcionario coordinador del estudio será responsable del seguimiento de las actuaciones que deriven de la Relación de Hechos enviada a la administración activa o a la Contraloría General de la República. Si por alguna razón ese funcionario debe ser sustituido, el titular de la auditoría interna designará a otro funcionario responsable del seguimiento.

El auditor interno velará porque el seguimiento se haga con la diligencia debida.


	
	Registro del seguimiento: Los funcionarios responsables del seguimiento deberán utilizar formularios diseñados para registrar sus observaciones y las respuestas obtenidas sobre las actuaciones a que den lugar las Relaciones de Hechos remitidas. Se sugiere disponer de formularios relativos a temas como el plazo de cumplimiento de las recomendaciones, el detalle de las recomendaciones cumplidas, las actuaciones ligadas al desarrollo del procedimiento administrativo y las que corresponda realizar posteriormente a su conclusión, así como el curso de las Relaciones de Hechos remitidas a la Contraloría General. También, puede disponer de un formulario para el resumen de las causas concluidas originadas en las Relaciones de Hechos.



	
	Verificación del avance en los procedimientos que se llevan a cabo por la Administración activa y demás actuaciones derivadas: El funcionario responsable de la auditoría interna le solicitará a la administración correspondiente que le comunique el avance y los resultados de los procedimientos administrativos que promueva con base en las Relaciones de Hechos remitidas, así como que le informe, cuando corresponda, de las demás actuaciones posteriores a la conclusión de los procedimientos, todo sin perjuicio de aplicar otras verificaciones que corroboren el dicho de la administración. También, el funcionario responsable del seguimiento verificará el avance del procedimiento con la periodicidad que el auditor interno estime conveniente y oportuna.

La información obtenida de la administración se registrará en el formulario que corresponda y se utilizará, entre otros fines, para el mejoramiento en el desarrollo de los estudios y en la elaboración de Relaciones de Hechos.



	
	Cierre del seguimiento: De conformidad con los procedimientos establecidos para el seguimiento de las actuaciones que deriven de las Relaciones de Hechos, una vez que se dicte la resolución de un asunto por parte de la instancia que corresponda, el funcionario responsable del seguimiento efectuará su cierre e informará de ello al auditor interno.



	
	Informes sobre el seguimiento para el jerarca y la Contraloría General de la República: Los funcionarios responsables del seguimiento de las actuaciones que deriven de las Relaciones de Hechos deben informar periódicamente al auditor interno sobre los avances en la resolución de las causas, según la información proporcionada por parte de los órganos de la Administración activa y la comprobación que realicen en el campo. El titular de la auditoría interna informará al jerarca sobre el particular, según lo dispuesto en el artículo 22, inciso g, de la Ley General de Control Interno, así como a la Contraloría General cuando corresponda, con la periodicidad que sea oportuna y conveniente, o la que requiera el órgano contralor.

	
	Casos de inhabilitación: En estos casos se deberá atender las disposiciones del artículo 72 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.




ASUNTOS RELATIVOS A LAS DENUNCIAS PENALES

	9. Aplicabilidad a la denuncia penal de los temas relativos a la Relación de Hechos
	La auditoría interna tomará como referencia para la denuncia penal en lo que sea aplicable, el contenido de los temas expuestos para las Relaciones de Hechos.



	10. ¿En qué consiste la denuncia penal?
	Es un oficio que se remite al Fiscal General, o al fiscal de la jurisdicción donde ocurrieron los hechos, en el que se hace de su conocimiento la información necesaria para que ejerza su competencia. Básicamente, la información que se comunica consiste en la descripción detallada de los hechos (dónde, cuándo y cómo ocurrieron) el detalle de los presuntos responsables, la relación de cada uno de los hechos y su calificación legal; el ofrecimiento de prueba, tanto documental, pericial como testimonial; así como cualquier evidencia física (sellos, papelería, etc.) (ver el anexo 4).



	11. Trámite y manejo de la documentación relativa a la denuncia penal
	Confidencialidad: Las denuncias penales, igual que las Relaciones de Hechos, son documentos de acceso restringido; en consecuencia, se debe garantizar la confidencialidad de su contenido y al realizar su seguimiento. No se deben incorporar a los sistemas internos de información de libre acceso ni mucho menos permitirse que terceros no legitimados conozcan su contenido. De esta manera, la institución (en particular la auditoría interna) debe contar con un proceso escrito que garantice en todo momento la confidencialidad de la información, que incluya las restricciones y los controles de acceso a esta. Es conveniente que tanto para las denuncias ―como para las Relaciones de Hechos― se utilice un código (un número o letra) que identifique que la denuncia y los documentos relacionados son confidenciales. Es importante tomar en cuenta los artículos 339 del Código Penal y el 295 del Código Procesal Penal



	
	Expediente de la denuncia: Los documentos que respalden la denuncia (originales y fotocopias) serán enviados al Ministerio Público en un legajo separado, el cual debe contener únicamente la documentación que sustenta cada hecho descrito en la denuncia, y encontrarse en estricto orden cronológico y debidamente foliado, con un índice de los documentos aportados.



	
	Identificación de las denuncias: Para los efectos de registro y seguimiento, las denuncias penales deben identificarse adecuada y lógicamente; por ejemplo, mediante siglas y números consecutivos de las denuncias y de año.

	
	Nota de remisión de la denuncia y el expediente: La denuncia penal y su expediente se remitirán con un oficio que señale el envío del documento principal (la nota dirigida al Fiscal General con el contenido de la denuncia), pero en términos que no brinde información confidencial. Se señalará también en la nota el envío del expediente y de cuántos folios consta. A la unidad de archivo institucional se enviará una copia de esta nota a efectos de cumplir con los trámites internos de correspondencia y archivo de los asuntos tramitados.

	
	Traslado de la denuncia y demás documentación al Ministerio Público: Todas las denuncias deberán presentarse en la Jefatura del Ministerio Público, ubicada en el segundo piso del edificio de los Tribunales de Justicia de San José; lo anterior, a efectos de centralizar la entrega, facilitar el seguimiento y la coordinación en relación con la presentación de los documentos en esa dependencia. Esto podrá variarse excepcionalmente cuando en el transcurso de la investigación se haya coordinado con un fiscal específico en razón de la jurisdicción. En una copia de la nota de remisión y de la denuncia se requerirá como prueba de la recepción de los documentos, el nombre de quien los recibe y la fecha, así como el sello de la oficina correspondiente del Ministerio Público.

Cuando se remita documentación original de imposible reposición (por ejemplo, cheques originales, facturas, títulos valores, etc.) se acompañará de un índice y fotocopia de estos documentos por ambos lados, a efectos de requerir su recibido.

	
	Archivo de la documentación en la unidad de auditoría interna: En la unidad de auditoría interna se conservarán copias de la nota de remisión, de la denuncia y de los demás documentos que lo ameriten, esto con la finalidad de darle seguimiento a todos los casos presentados ante el Ministerio Público. Además, se mantendrán en la unidad de auditoría interna durante el tiempo que se mantenga pendiente el proceso judicial.

Asimismo, se agregará la información que posteriormente se obtenga por medio del seguimiento (por ejemplo, copia de resoluciones principales). En caso de que una resolución manifieste la finalización del proceso, el funcionario a cargo del seguimiento de la denuncia la comunicará al auditor interno.

	
	Solicitud de acceso a la documentación de la denuncia penal: Si algún particular solicita acceso a la denuncia penal deberá hacerlo por escrito al auditor interno, quien analizará la procedencia de la solicitud y responderá en un tiempo razonable, dependiendo de si está legitimado o no para verla. La restricción es el criterio que prima en estos casos. Es importante tomar en cuenta los artículos 339 del Código Penal y el 295 del Código Procesal Penal.

	12. Seguimientos de las denuncias penales
	De igual manera que para las Relaciones de Hechos, es imprescindible que la auditoría interna realice el seguimiento de las denuncias penales. De esta forma el auditor interno designará un responsable del seguimiento, se utilizarán registros del seguimiento, se hará su cierre y los informes que sean pertinentes.

Lo anterior es de gran importancia, sobre todo en el caso de que los mismos hechos puedan conllevar responsabilidades de tipo administrativo que deban ser reactivadas en caso de no prosperar el caso en la vía penal. Debe recordarse que de conformidad con la jurisprudencia de la Sala Constitucional podrían seguirse causas por responsabilidades penales, civiles y administrativas, de manera simultánea; sin embargo, en caso de sentencias contradictorias, prevalece la sentencia jurisdiccional; por lo anterior, si se decide interponer la denuncia penal y presentar la Relación de Hechos para el procedimiento administrativo, es indispensable incluir en la Relación de Hechos una indicación de que los hechos se encuentran en conocimiento de la jurisdicción penal a efectos de que el órgano del procedimiento lo tome en cuenta y lo valore al realizar el proceso.

También, puede disponerse de un formulario para el resumen de las causas concluidas originadas en las denuncias penales.


Anexo 1: Ejemplo de formato de la portada de la Relación de Hechos

NOMBRE DE LA UNIDAD DE AUDITORÍA INTERNA

TÍTULO DE LA RELACIÓN DE HECHOS

200_

Anexo 2: Formato del Índice de la Relación de Hechos

Contenido

Página Nº

1.
Eventuales responsables y partes interesadas
1

2.
Hechos
X

3. 
Consideraciones fáctico jurídicas
X

4.
Ofrecimiento de prueba
X


5.
Recomendaciones (Consideraciones finales)
X

Anexo 3: Índice de contenido del legajo de prueba.

Los documentos que evidencian los hechos descritos, foliados del 1 al “n”, se remiten en el legajo adjunto y se detallan a continuación:

	NO. DOCUMENTO
	DESCRIPCIÓN
	FOLIOS

	1
	Copia del Acta de la Sesión Ordinaria No. 2093, realizada el XX de XXXXX de 200X. Junta Directiva del XXXX.
	1 al XX

	2
	Casete referido a la grabación sobre.....
	XX al XX

	3
	Disco compacto sobre........
	XX al XX

	4
	Copia de planos de construcción de......
	XX al XX

	5
	Cinta de video sobre........
	XX al XX

	6
	Fotografías sobre........
	XX al XX


Anexo 4: Formato de la denuncia penal

Fecha

NUMERACIÓN INTERNA

Licenciado

Francisco Dall’Anese Ruiz

Fiscal General de la República

MINISTERIO PÚBLICO

Estimado señor:


El(La) suscrito (a),..............................................., en mi condición de Auditor(a) Interno(a) de .........................., con fundamento en los artículos 281, inciso a), del Código Procesal Penal, 25 y 322 del Código Penal y actuando en ejercicio de las competencias de fiscalización contenidas en Ley General de Control Interno y las directrices de la Contraloría General de la República, comparezco ante su autoridad a poner en conocimiento los siguientes hechos para lo que corresponda.

PRESUNTO(S) RESPONSABLE(S)

Indicar el nombre y las calidades completas (de ser posible) de la persona que se denuncia, su lugar de trabajo y el puesto que ocupa, su número de cédula y el lugar donde localizarlo.

RELACION DE HECHOS

· Describir los hechos específicos que se denuncian.

· Esta narración debe efectuarse en orden cronológico.

· Ubicar el lugar donde sucedieron los supuestos hechos (por territorio e institución).

· De previo a describir cada uno de los hechos se debe haber evaluado en cuál tipo penal podrían encuadrar, porque esto facilita la narración, siguiendo lo indicado en el posible artículo que se aplicaría. Para una mejor orientación es indispensable asesorarse con la Asesoría Jurídica de la Institución o, por excepción y con un sustento firme, con los abogados del Área correspondiente de la Contraloría General de la República.

· Indicar claramente el nombre de la persona o las personas que presuntamente ejecutaron los hechos y la forma como fueron ejecutados.

CALIFICACION LEGAL

Los hechos indicados podrían constituir el delito de.........., previsto y sancionado por el artículo ..... del Código Penal y el delito de .........., previsto y sancionado por el artículo .....del Código Penal.

OFRECIMIENTO DE PRUEBA

Documental

· La prueba se debe enumerar y foliar.

· Indicar claramente si se trata de copias, fotocopias, originales, facturas, certificaciones, etc.

Testimonial

· En la mayoría de los casos se indicará el nombre del funcionario que hizo la investigación, debido a que es la persona quien conoce más detalles, además del denunciante (en caso de que el caso ingresara vía denuncia y no fuera el resultado de un estudio especial).

· Se indicará el nombre completo del testigo y su número de cédula, así como su puesto en caso de ser funcionario de la Auditoría Interna. También, el lugar donde puede ser localizado, e indicar en razón de qué le constan los hechos; por ejemplo, descubrimiento de estos en la realización de una auditoría (el tipo y asunto o tema) o de un estudio especial (tipo y asunto o tema), o por la investigación de una denuncia que ingresó a la Auditoría Interna y que fue aceptada para la verificación de los hechos.

· En caso de ser testigo particular o funcionario de otra institución, es indispensable incluir todos los datos posibles para identificarlo, como el nombre completo con sus apellidos, la dirección exacta tanto de la casa como del trabajo, el número de cédula, de teléfonos donde localizarlo, de fax y una breve referencia de lo que le consta.

SOLICITUD DE APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 358 DEL CÓDIGO PENAL


En razón de que los hechos descritos, de haberse cometido, involucran fondos públicos y la participación de funcionarios públicos, una vez concluida la investigación, en caso de elevarse a juicio la causa y resultar condenados los presuntos responsables, de conformidad con el artículo 358 del Código Penal, solicito accesoriamente se imponga la pena de inhabilitación para el ejercicio del cargo por un plazo acorde con la gravedad de los hechos.

(Sin embargo, tómese nota de que para incluir la anterior solicitud la auditoría interna debe valorar con la asesoría jurídica institucional ―o con la Contraloría General si fuera el caso― la conveniencia de hacerlo, porque podría perjudicarse la imposición de una sanción administrativa más drástica ante la falta de certeza de que el juez imponga dicha pena de inhabilitación, ya que es su potestad hacerlo o no. Si no la impone o la impone en grado leve, se hace luego difícil imponerla administrativamente o de forma drástica. También, tómese nota de que esto aplica solamente para funcionarios públicos).

NOTIFICACIONES

Solicito ser informado(a) de las resoluciones que finalicen el procedimiento, para lo cual señalo para notificaciones ―indicar el nombre de la institución, piso en que su ubica la unidad de auditoría interna (si la institución se localizara en un edificio de varios pisos), nombre exacto de la unidad de auditoría interna, a la atención de (nombre de quien o quienes pueden recibir la notificación) o al fax nro.....―.

Título académico y nombre

______________________

PUESTO

Iniciales/

ci:
Unidad de auditoría interna


Copiador


Etc.
